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El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 2ª instancia – 23 de abril de 2018
Proceso:


Tutela  – Petición – Revoca _ Concede
Radicación Nro. :

66001-31-21-001-2018-00004-02
Accionante (s): 

Alba Inés Delgado Ramírez
Accionado (s):

Instituto Geográfico Agustín Codazzi -IGAC-.
Vinculado (s):

Director General, la Asesora Jurídica y la Responsable de la Unidad Operativa Catastral de Cartago, Dirección Territorial del Valle del Cauca de esa entidad y la Secretaría de Planeación y Desarrollo Territorial de La Unión, Valle del Cauca.
Magistrada Ponente:
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 


PETICIÓN / NO SE INDICARON LOS RECURSOS QUE PROCEDÍAN / REVOCA / CONCEDE -  Esa decisión fue puesta en conocimiento de la actora. Así se desprende de las manifestaciones que realizó en primera instancia, específicamente la que contiene el escrito presentado el 22 de enero último en la cual se refiere a ella y aporta copia de la misma. 

Surge de lo anterior que la entidad demandada dio respuesta de fondo a la solicitud de la actora pues le informó las razones por las cuales no podía acceder a su solicitud y que básicamente se concretan en que el catastro que aparece en su sistema de datos solo puede ser modificado por la autoridad judicial respectiva, sin que entre las funciones del IGAC se encuentre la de adoptar decisiones sobre el deslinde y amojonamiento. Además, en relación con los actos jurídicos que tuvieron en cuenta para conformar el catastro del bien, se le indicó que estos correspondían a su ficha predial y a la Resolución No. 5120 de 2005, por medio de la cual se realizó el proceso de actualización de la formación catastral del municipio de La Unión.

Es de reiterarse que la presentación de una solicitud no conlleva una respuesta favorable, por el contrario la obligación de la entidad se limita a resolver de fondo el asunto, con independencia de que la determinación beneficie o no al interesado. 

No obstante, también está acreditado que la Responsable de la Unidad Operativa Catastral de Cartago, Dirección Territorial del Valle del IGAC, a pesar de que con la decisión que adoptó puso fin a la actuación administrativa, omitió manifestarle a la actora los recursos disponibles en su contra, tal como lo dispone el artículo 67 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo,…

(…)

De esa manera las cosas, para la Sala le asiste razón a la recurrente en cuanto alega la indebida notificación de la decisión adoptada por el IGAC, circunstancia que lesiona el derecho de petición de la actora y que de perdurar, podría también llegar a vulnerar su derecho al debido proceso administrativo, al impedirle el ejercicio de la contradicción.

En consecuencia, se concederá el amparo y se ordenará a la Responsable de la Unidad Operativa Catastral de Cartago, Dirección Territorial del Valle del IGAC que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, comunique a la accionante los recursos disponibles contra la decisión que profirió el 18 de enero último.

En su impugnación la accionante también adujo que: a) el IGAC desconoció sus títulos de propiedad y dejó de notificarle la Resolución 5012 de 2005 en el que se establece el nuevo mapa del municipio de La Unión y la disposición del espacio público que afectaba su predio y b) así se tuviera por contestada la solicitud elevada, la tutela procedía para evitar el perjuicio irremediable que se cauda con las actuaciones administrativas ejercidas en su inmueble. Además, pretende que se retrotraigan las medidas policivas adoptadas por la Alcaldía de La Unión, hasta tanto el IGAC responda de fondo su solicitud.  

Sin embargo, tales hechos y pretensiones dejaron de ser alegados en el escrito de tutela y constituyen circunstancias nuevas, respecto de las cuales, las entidades demandadas no han tenido oportunidad de defenderse. Apreciar tales situaciones en esta sede, lesionaría el derecho al debido proceso que como fundamental consagra el artículo 29 de la Constitución Nacional.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, abril veintitrés (23) de dos mil dieciocho (2018)
Acta No. 120 del 23 de abril de 2018
Expediente No. 66001-31-21-001-2018-00004-02
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el apoderado de la señora Alba Inés Delgado Ramírez, frente a la sentencia proferida el pasado 1º de marzo, por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Pereira, en la acción de tutela que la recurrente instauró contra el Instituto Geográfico Agustín Codazzi -IGAC-, a la que fueron vinculados el Director General, la Asesora Jurídica y la Responsable de la Unidad Operativa Catastral de Cartago, Dirección Territorial del Valle del Cauca de esa entidad y la Secretaría de Planeación y Desarrollo Territorial de La Unión, Valle del Cauca.
ANTECEDENTES

1. Relató la actora los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Por medio de comunicación del 27 de noviembre de 2017, la Secretaría de Planeación Municipal de La Unión, Valle del Cauca, le exigió retirar de inmediato los elementos que se encuentran sobre el andén y los canteros construidos en ladrillo a la vista, que ocupan el espacio público, advirtiéndole que de hacer caso omiso, se correría traslado a la Inspección de Policía para que adoptara las medidas del caso.
1.2 Este requerimiento se sustentó en el mapa del sistema nacional catastral de la página web del Instituto Geográfico Agustín Codazzi.
1.3 En la escritura pública No. 336 del 6 de mayo de 1993, otorgada en la Notaría Única de La Unión, consta que adquirió “el derecho de propiedad, posesión y dominio que tiene sobre un predio urbano ubicado en la carrera 16… de un área superficiaria de 271 m2, distinguido en el catastro con el número de predio 01-00-049-009-000 y alinderado de la siguiente manera ## oriente, con predio de Manuel Salvador Quintero, occidente, en 47 mts, con predio de Helí Perez (sic), norte con Marta Quintero y sur… con predio de Alba Carmona”. Este último lindero indica que su inmueble se extiende hasta donde empieza el de propiedad de la señora Quintero, identificado con matrícula inmobiliaria No. 380-0011313, y no se dejó constancia que limitara con vía pública alguna.
1.4 El 12 de diciembre de 2017 elevó solicitud al IGAC para obtener se corrigieran, actualizaran o modificaran sus archivos a efecto de que los datos que de su predio aparecen allí, coincidan con los establecidos en la escritura pública de compraventa y en el certificado de tradición, en especial lo relativo a su área, linderos y dirección. Además, pidió le indicaran cuál es la fuente (actos jurídicos) que se tuvo en cuenta para registrar en su sistema la información de ese bien, en concreto la relativa “al espacio lado norte de mi inmueble (ubicado en la carrera 16 # 10-36…) y que fue denominado por el IGAC como “calle 10”, así como su área y nomenclatura urbana”.
Adujo que la información que aparece en la página del IGAC no refleja la verdadera situación del bien, ya que: a) señala una supuesta vía pública, la calle 10 que lo atraviesa, cuando dicho predio no ha        sido objeto de expropiación ni compraventa por parte del Estado     para la formación de la citada calle; b) el área total del terreno corresponde a 270 metros cuadrados pero el IGAC reporta una de 266.0 y c) la dirección del inmueble es la carrera 16 No. 10-36 y no     la calle 10.

1.5 A la fecha y luego de transcurridos más de veinte días, la entidad accionada no ha suministrado respuesta alguna, ni ha rectificado la información del predio. 

2. Considera lesionados sus derechos de petición y al hábeas data. Para su protección, solicita se ordene a la entidad accionada resolver de fondo la petición que formuló.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 16 de enero de 2018 se admitió la acción de amparo y se ordenó vincular al Director General y la Asesora Jurídica del IGAC y al Secretario de Planeación y Desarrollo Territorial de La Unión, Valle del Cauca.

2. Dentro del trámite de primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 Profesional Especializada Jurídica del ICAG se pronunció para solicitar se declarara la carencia actual de objeto, pues la Responsable de la Unidad Operativa Catastral de Cartago, Dirección Territorial del Valle, a quien se reasignó el conocimiento del caso, para dar respuesta de fondo a la petición de la accionante, verificó que el bien identificado con matrícula inmobiliaria No. 380-25274 pertenece a la accionante y es un “predio inscrito en el año 1968, con ultima (sic) Resolucion (sic) No. 5120 de 2005 correspondiente a un proceso de actualización de la formación catastral realizada en el municipio de la (sic) Unión” y suministró contestación de manera oportuna y concluyente por oficio del 18 de enero de este año. 
Frente a la solicitud formulada, hizo claridad respecto a que el catastro es el inventario actualizado de los bienes inmuebles pertenecientes al Estado o a los particulares, con el objeto de lograr su correcta identificación física, jurídica, fiscal y económica. No obstante, el catastro no constituye título de dominio, ni sanea vicios de la titulación o posesión y tampoco puede ser alegada como excepción contra el que pretenda tener mejor derecho a la propiedad, de conformidad con la Resolución No. 0070 de 2011, expedida por esa entidad. Por tal motivo, los cambios en catastro solo operan para el mismo, “pero igualmente después de realizar el trámite de rectificación de área total del terreno antes mencionado y requerido podría ser aportado como prueba en un proceso de tipo judicial”. De conformidad con la revisión sumaria de los linderos, la cabida y lo consignado en el censo catastral, se determinó que corresponde a un conflicto entre propietarios o poseedores de un mismo predio y cuando ello sucede, por mandato del artículo 64 de la citada Resolución, se mantendrá el catastro existente hasta que la autoridad judicial defina la controversia. Es decir que esa entidad está imposibilitada para adelantar procesos de deslinde y amojonamiento pues ello corresponde a la jurisdicción civil.
Concluyó que la respuesta brindada resolvió el fondo del asunto, de conformidad con las competencias de esa entidad.
2.2 El Secretario de Planeación y Desarrollo Territorial de La          Unión informó que: a) el 7 de noviembre de 2017 se recibió queja      de la comunidad del Barrio La Cruz de ese municipio, específicamente de la carrera 16 con calle 10, relativa a que en el callejón público      de ese sector se encuentra ubicado un jardín que obstaculiza el     paso de los peatones; b) el 27 del citado mes se llevó a cabo        visita al sitio y al predio que corresponde a la dirección carrera          16 No. 10-36, matrícula inmobiliaria No. 380-25274 de propiedad      de la señora Alba Inés Delgado, en la que se identificó la instalación   de canteros sobre ese callejón; c) ese mismo día se notificó a la mencionada señora lo relativo a la contravención de las políticas     para la ocupación y uso de territorio para el sistema de espacio   público y se le solicitó el retiro de aquellos elementos pues se encuentran en vía pública, tal como aparece en el geoportal del     ICAG y en la carta catastral de esa Secretaría de Planeación; d) el      11 de diciembre de 2017, la accionante manifestó a la administración municipal que el levantamiento de canteros no se hizo sobre      espacio público y pide se actualice la información sobre los linderos    de su predio y e) el 5 de enero último se dio respuesta a la       anterior solicitud en la que se le comunica que el sitio en cuestión    hace parte del espacio público, de acuerdo con la carta catastral,      las escrituras de propiedad de ese predio y del de sus vecinos. Además, que la competencia para aclarar áreas y linderos es del  IGAC.
3. En escrito presentado el 22 de enero último, la accionante manifestó que la contestación suministrada por el IGAC no resolvía de fondo el asunto.

4. La sentencia proferida el 25 de enero pasado fue declarada nula por esta Sala, mediante auto del 15 de febrero siguiente, porque no se integró el contradictorio con la Responsable de la Unidad Operativa Catastral de Cartago, Dirección Territorial del Valle del Cauca del ICAG.

5. Esa funcionaria se pronunció para reiterar lo relativo a la carencia actual de objeto alegada por el área jurídica de esa entidad.
6. Rehecha la actuación, mediante sentencia del pasado 1º de marzo el funcionario de primera instancia declaró el hecho superado.

Para decidir así, estimó que con la contestación suministrada por la entidad accionada, se produjo el fenómeno de la carencia actual de objeto pues, así fuera de manera extemporánea, se resolvió de forma clara y de fondo la petición presentada por la actora, al informarle que: a) la inscripción en el catastro no constituye título de dominio ni sanea vicios que tenga “la titulación presentada a la posesión del interesado, y no puede alegarse como excepción contra el que pretenda tener mejor derecho a la propiedad o posesión del predio”; b) se debe mantener en el catastro la inscripción existente hasta cuando la autoridad defina la controversia y c) que esa autoridad está imposibilitada para adelantar proceso de deslinde y amojonamiento.
7. Inconforme con el fallo, la demandante, por medio de apoderado, lo impugnó. Alegó que contrario a lo definido por el juez de primera instancia, no se produjo el fenómeno del hecho superado en razón a que la respuesta del IGAC: a) carece de un pronunciamiento de fondo sobre la cuestión, pues solo contiene una mención genérica de normas aplicables presuntamente al caso, mas no formula con claridad la decisión respecto de la situación concreta y en ningún momento menciona que se trate de una respuesta de corrección e información del predio ubicado en la carrera 16 No. 10-36 de La Unión; b) incumple el requisito de la oportunidad ya que, además de que esa contestación se produjo luego del término legal concedido para ese efecto, no reúne los requisitos legales y constitucionales y c) fue notificada inadecuadamente, ya que se dejó de indicarse qué recursos procedían en su contra de conformidad con el artículo 67 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Además, esa entidad nunca tuvo en cuenta los títulos de propiedad de la demandante ni le informó del nuevo mapa y sobre la disposición del espacio público que afectaba su predio, “inclusive manifiesta que lo que hizo fue una actuación a través de la Resolución 5012 de 2005, resolución que a la fecha vulnera el principio de publicidad de la ley toda vez que esta una vez fue buscada en todos los portales legales web… no se encontró incluso”.
En caso de que se considere que la tantas veces citada respuesta sí define el fondo del asunto, la tutela, de todas formas, resulta procedente en atención a que no existe otro medio judicial para hacer efectivos los derechos de la actora y para evitar un perjuicio irremediable, tomando como referencia las intervenciones policivas que ha realizado la Alcaldía de La Unión en ese inmueble. Lo anterior con sustento en que la acción de nulidad y restablecimiento del derecho carece de idoneidad para impedir la amenaza al derecho a la propiedad privada que le genera la falta de resolución favorable de la solicitud.

Pretende: a) se ordene a la accionada dar trámite a la solicitud y corregir la información registrada en los archivos respecto del bien de su propiedad, para que coincida con los datos que aparecen en la escritura pública de compraventa y en el certificado de tradición; le indique en qué actos jurídicos se basaron para confirmar la información de ese predio y responda de fondo la petición y b) retrotraer las medidas policivas adoptadas por la Alcaldía de La Unión hasta que el IGAC responda la citada petición.  
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 
2. Corresponde a esta Sala determinar si se incurrió en lesión al derecho de petición, de que es titular la demandante y se definirá si se está frente a un hecho superado.

3. El derecho que se invoca está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:

“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

“4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

“(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

“(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

“(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y
“(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

“…

“4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 

4. La Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma dice que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.

5. Las pruebas allegadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:

5.1 El 12 de diciembre de 2017
, la accionante presentó ante el IGAC solicitud dirigida a obtener: a) se corrigiera, actualizara o modificara la información que de su inmueble reposa en las bases de datos de esa entidad, la cual debe coincidir con la que aparece en la escritura pública de compraventa y en el certificado de tradición, en especial en lo relativo a su área, linderos y dirección y b) se le indicara cuál es la fuente (actos jurídicos) que se tuvo en cuenta para registrar la información de ese bien en su sistema.

Como sustento de esa solicitud dijo que la Secretaría de Planeación Municipal de La Unión, Valle del Cauca, le exigió retirar unos elementos que se encuentran sobre el espacio público. Este requerimiento se hizo con base en el mapa del sistema nacional catastral de la página web del IGAC. Sin embargo, en la escritura pública No. 336 del 6 de mayo de 1993 de la Notaría Única del citado municipio, constan los linderos de ese bien y se determinó que el del norte va hasta donde empieza el identificado con matrícula inmobiliaria No. 380-0011313, sin que limitara con vía pública alguna. Agregó que desde el momento en que adquirió el inmueble ha ejercido actos de señor y dueño, con respeto del paso peatonal del lado oriente y por ello, no porque la parte delantera del predio se encuentre “al aire libre”, puede ser considerado como una vía pública, pues esta porción de terreno no ha sido adquirida o expropiada por el Estado; la información que refleja el geoportal de la página web de esa entidad es erróneo ya que menciona la calle 10 que supuestamente lo atraviesa, lo que no refleja la situación real de su predio, ni el área y se omite reportar su dirección real
.

5.2 Mediante comunicación del 18 de enero último, la Responsable de la Unidad Operativa Catastral de Cartago, Dirección Territorial del Valle del IGAC, le informó a la actora que de la verificación de la ficha predial No. 01-00-0047-0009-000 del municipio de La Unión, con matrícula inmobiliaria No. 380-25274, se evidencia que ese bien se encuentra a su nombre y que fue inscrito en el año 1968 “con última Resolución No. 5120 de 2005 correspondiente a un proceso de actualización de la formación catastral realizada en el municipio de la (sic) Unión”.
Agregó que de conformidad con las Leyes 14 de 1983 y 75 de 1986, los Decretos 1440 de 1935 y 3496 de 1983 y la Resolución No. 0070 de 2011, expedida por esa entidad, el catastro es el inventario actualizado y clasificado de los inmuebles pertenecientes al Estado o a los particulares; tiene por objeto lograr una correcta identificación física, jurídica, fiscal y económica de esos bienes y no constituye título de dominio, ni sanea vicios de la titulación o la posesión del interesado y tampoco puede ser alegada como excepción contra quien pretenda tener mejor derecho a la propiedad o posesión de un predio. Por tanto, no le corresponde al IGAC adelantar los procesos de deslinde y amojonamiento, pues la competencia para ese efecto recae en la jurisdicción civil.
También dijo que de acuerdo con la revisión sumaria de lo informado en la solicitud, así como los linderos, la cabida y lo consignado en el censo catastral, se determinó “que corresponde a un conflicto entre propietarios o poseedores de un mismo predio con títulos traslaticios de dominio, registrados” y, tal como lo prevé el artículo 64 de la Resolución 0070, el catastro existente se mantendrá hasta que la autoridad judicial competente defina la controversia
. 
5.3 Esa decisión fue puesta en conocimiento de la actora. Así se desprende de las manifestaciones que realizó en primera instancia, específicamente la que contiene el escrito presentado el 22 de enero último en la cual se refiere a ella y aporta copia de la misma. 
6. Surge de lo anterior que la entidad demandada dio respuesta de fondo a la solicitud de la actora pues le informó las razones por las cuales no podía acceder a su solicitud y que básicamente se concretan en que el catastro que aparece en su sistema de datos solo puede ser modificado por la autoridad judicial respectiva, sin que entre las funciones del IGAC se encuentre la de adoptar decisiones sobre el deslinde y amojonamiento. Además, en relación con los actos jurídicos que tuvieron en cuenta para conformar el catastro del bien, se le indicó que estos correspondían a su ficha predial y a la Resolución No. 5120 de 2005, por medio de la cual se realizó el proceso de actualización de la formación catastral del municipio de La Unión.

Es de reiterarse que la presentación de una solicitud no conlleva una respuesta favorable, por el contrario la obligación de la entidad se limita a resolver de fondo el asunto, con independencia de que la determinación beneficie o no al interesado
. 

No obstante, también está acreditado que la Responsable de la Unidad Operativa Catastral de Cartago, Dirección Territorial del Valle del IGAC, a pesar de que con la decisión que adoptó puso fin a la actuación administrativa, omitió manifestarle a la actora los recursos disponibles en su contra, tal como lo dispone el artículo 67 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que en su parte pertinente dice: 

“Las decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente al interesado, a su representante o apoderado, o a la persona debidamente autorizada por el interesado para notificarse.

En la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, auténtica y gratuita del acto administrativo, con anotación de la fecha y la hora, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse y los plazos para hacerlo.”

Sobre este tema la Corte Constitucional expresó:
“La Sala encuentra que a la solicitud formulada por el señor Navarrete le es aplicable el procedimiento previsto en el Decreto 01 de 1994, Código Contencioso Administrativo, al que la Administración debió ceñirse en forma estricta. Es evidente que no se cumplió con lo dispuesto en los artículos 44 y 47 del citado estatuto normativo, según los cuales las decisiones que pongan término a una actuación administrativa deberán notificarse personalmente al interesado indicando los recursos que legalmente proceden contra ellas, las autoridades ante quienes deben interponerse y los plazos para hacerlo.”

De esa manera las cosas, para la Sala le asiste razón a la recurrente en cuanto alega la indebida notificación de la decisión adoptada por el IGAC, circunstancia que lesiona el derecho de petición de la actora y que de perdurar, podría también llegar a vulnerar su derecho al debido proceso administrativo, al impedirle el ejercicio de la contradicción.

En consecuencia, se concederá el amparo y se ordenará a la Responsable de la Unidad Operativa Catastral de Cartago, Dirección Territorial del Valle del IGAC que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, comunique a la accionante los recursos disponibles contra la decisión que profirió el 18 de enero último.
7. En su impugnación la accionante también adujo que: a) el IGAC desconoció sus títulos de propiedad y dejó de notificarle la Resolución 5012 de 2005 en el que se establece el nuevo mapa del municipio de La Unión y la disposición del espacio público que afectaba su predio y b) así se tuviera por contestada la solicitud elevada, la tutela procedía para evitar el perjuicio irremediable que se cauda con las actuaciones administrativas ejercidas en su inmueble. Además, pretende que se retrotraigan las medidas policivas adoptadas por la Alcaldía de La Unión, hasta tanto el IGAC responda de fondo su solicitud.  

Sin embargo, tales hechos y pretensiones dejaron de ser alegados en el escrito de tutela y constituyen circunstancias nuevas, respecto de las cuales, las entidades demandadas no han tenido oportunidad de defenderse. Apreciar tales situaciones en esta sede, lesionaría el derecho al debido proceso que como fundamental consagra el artículo 29 de la Constitución Nacional.

10. En estas condiciones, se revocará la decisión adoptada en primera instancia, que declaró la carencia actual de objeto por hecho superado y se concederá el amparo al derecho de petición de la actora. 
Se negará el amparo frente al Director General y la Asesora Jurídica del IGAC quienes no han lesionado el derecho de que se trata, pues es la Responsable de la Unidad Operativa Catastral de Cartago, Dirección Territorial del Valle de esa entidad la competente para resolver el asunto, tal como se infiere de lo acreditado en este trámite. Lo propio se hará con la Alcaldía de La Unión, entidad frente a la cual ninguna pretensión se elevó en la acción constitucional. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Pereira, el 1º de marzo pasado, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora Alba Inés Delgado Ramírez contra el Instituto Geográfico Agustín Codazzi -IGAC-.
SEGUNDO: CONCEDER la protección al derecho de petición de que es titular la accionante. En consecuencia se ordena al Dr. Dimas Sampayo Huertas, la Responsable de la Unidad Operativa Catastral de Cartago, Dirección Territorial del Valle del Cauca del IGAC, que en el término de cuarenta y ocho horas, contado a partir de la notificación de esta providencia, comunique a la accionante los recursos disponibles contra la decisión que profirió el 18 de enero de este año.
TERCERO: Se niega la tutela frente al Director General y la Asesora Jurídica del IGAC y la Alcaldía de La Unión.

CUARTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
(Continúa parte resolutiva de sentencia de segunda instancia proferida en la acción de tutela radicada No. 66001-31-21-001-2018-00004-02)
QUINTO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Corte Constitucional. Sentencia T-556 de 2013. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.





� Folio 8 cuaderno No. 1


� Folios 6 y 7 cuaderno No. 1


� Folio 20 cuaderno No. 1


� En la sentencia T-219 de 2016, la Corte Constitucional expresó: “… este derecho no exige que la respuesta de la administración tenga un determinado contenido; la administración tiene la potestad de responder a la petición, según su valoración de la situación, sujeto a los parámetros jurídicos que apliquen al caso. El hecho de que la respuesta no sea favorable al peticionario no implica una afectación al ejercicio del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta Política.”


� Sentencia T-309 de 2000, M.P.: José Gregorio Hernández Galindo
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